MECANISMOS DE PARTICIPACION DE LA SOCIEDAD CIVIL EN LA PREVENCION DE 

LA CORRPUCION

INTRODUCCION

El presente trabajo efectúa un análisis sobre los mecanismos de participación de la sociedad civil en  la prevención de la corrupción, así como la adecuación al ordenamiento jurídico vigente en Guatemala, sobre de las disposiciones contenidas en  la Convención Interamericana contra la Corrupción.

Dicha Convención constituye un instrumento innovador en el derecho internacional ya que regula el tema de corrupción que hasta entonces se encontraba  establecido únicamente en el derecho interno y que entró en vigor el 6 de marzo de 1997, establece los medios de cooperación indispensables en la lucha internacional contra la corrupción, en virtud de que promueve la actividad internacional para prevenir, detectar y sancionar la corrupción. La referida Convención comprende disposiciones sobre: medidas preventivas, normas relacionadas con notificaciones, medidas sobre desarrollo progresivo y armonización de las legislaciones nacionales, mecanismos de extradición, decomiso y distribución de los bienes decomisados, y  de asistencia y cooperación entre los Estados sin supeditarla a la petición judicial y obliga al levantamiento del secreto bancario. 

Es de nuestro conocimiento que la corrupción obstaculiza el desarrollo de los países al erosionar la confianza en las instituciones públicas, distorsiona las decisiones de política macroeconómica, monetaria y financiera, lo que afecta adversamente los ingresos públicos, desalienta la inversión privada, orienta de manera equivocada el gasto del sector público y daña la credibilidad de los gobiernos al socavar la confianza tanto de los contribuyentes como de los inversionistas privados.

Por lo tanto,  en una democracia, todos los  aspectos de la administracion pública deben ser transparentes  y estar abiertos al escrutinio público y es precisamente  en este punto en donde coincide la funcion de la participacion ciudadana o de la sociedad civil como fiscalizadora social en la prevencion de la corrupcion.

 Con el objeto de desarrollar el presente trabajo y analizar la normativa jurídica actual en materia de prevencion de la corrupción, se responde el cuestionario siguiente:

A.- Existen en el ordenamiento jurídico de su pais disposiciones que consagren mecanismos de participacion de la sociedad civil para la prevención de la corrupción?

Sí existen mecanismos de participación de la ciudadanía que pueden ser útiles y eficaces para la prevención de la corrupción, y aunque nuestra legislación no puntualiza estrictamente sobre el tema de corrupcion, si contempla mecanismos de fiscalizacion social y participacion ciudadana.

b.-  Relacione las leyes o normas jurídicas que regulan tales mecanismos utilizando la fuente, el número del artículo y la fecha en que han entrado en vigencia:

Jerárquicamente, nuestra Constitución Política, en vigencia a partir del 14 de enero de 1986, establece en esta materia las siguientes disposiciones:

1. - Artículo 34. Derecho de Asociación.

2. - Artículo 76. Sistema Educativo.

3. - Artículo 95. Participación de las Comunidades en Problemas de Salud.

4. - Artículo 119. Obligaciones del Estado.

5. - Artículo 134. Descentralización y Autonomía.

6. - Artículo 140. -Sistema de Gobierno.

7. - Artículo 141. Soberanía

8. - Artículo 152. Poder Público.

9. - Artículo 173. Procedimiento Consultivo.

Adicionalmente, la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, (Decreto número 52-87 del Congreso de la República), en vigencia a partir del 3 de septiembre de 1987, establejce un sistema de organización de carácter territorial que permite la participación organizada y coordinada de la poblacion en las instancias nacional, regional, departamenta y municipal para impulsar el desarrollo en sus respectivos niveles.

c.- Señala la legislación nacional las  personas o entidades respecto de los cuales la sociedad civil puede ejercitar los mecanismos de participación para la prevención de la corrupcion? En caso afirmativo, relacione dichas personas o entidades con la clasificación que corresponde, o los criterios establecidos al respecto, y refiérase a los siguientes aspectos:


i.- Sometimiento de los particulares y entidades de derecho privado que administren recursos públicos a la vigilancia ejercida por la sociedad civil a  través de los mecanismos de participación.

ii.- Sometimiento de los servidores públicos a la vigilancia ejercida a través de dichos mecanismos de participación. Se debe entender por servidor público cualquier funcionario o empleado del  Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos.

Considero que nuestra legislación regula los anteriores aspectos, aunque de manera general, y estos se encuentran plasmados así:
Nuestra Constitución Política en su artículo 30 establece la Publicidad de los Actos Administrativos, indicando que todos los actos de la Administración son públicos y que los interesados tienen derecho a obtener en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantia de confidencia.

Por su parte, el Código Municipal, establece en su artículo 106, (relativo a la información trimestral del presupuesto) que el Alcalde, deberá informar en forma trimestral a la Corporación Municipal, con relación a la ejecución del presupuesto, y enviar copia de tales informes a la Contraloría General de Cuentas.

Asimismo, para satisfacer el principio de unidad en la fiscalización de los ingresos y egresos del Estado, la municipalidad presentará al Congreso de la República, la liquidación de su presupuesto, y finalmente, para cumplir con el principio constitucional de publicidad  publicará cada tres meses, el estado de ingresos y egresos de su presupuesto.

Por su parte, la Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas, (Decreto 1126 del Congreso de la República) establece en su artículo 1. - , que la Contraloría de Cuentas es una Institución Técnica con absoluta independencia de funciones. Su función fiscalizadora se extiende a todas las personas que tengan a su cargo la custodia y manejo de fondos públicos u otros bienes del estado, del Municipio, de la Universidad, de las Instituciones Estatales, autónomas, semi-autónomas o descentralizadas, así como sobre las demás entidades o personas que reciban fondos del Estado y las que hagan colectas públicas. 

Quedan igualmente sometidas a la fiscalización de la Contraloría de Cuentas los liquidadores, fiscalizadores e interventores cuando se trate de los bienes y fondos a que se refiere este artículo.

d.- Determina la legislación nacional la forma en la que los ciudadanos y las organizaciones no gubernamentales que integran la sociedad civil deben organizarse 

( participación  individual, creación de una asociación  ó Fundación, conformación de un grupo informal de ciudadanos, veedurías, entes sindicales, juveniles, académicos, gremiales, etc.) para ejercitar los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción? En caso afirmativo, describa la regulación al respecto.

Nuestra legislación regula la anterior materia  primordialmente en la Constitución Política, la que establece en su artículo 34, el Derecho de libre Asociación, el que se desarrolla en la legislación b de la República); dicha Ley tiene como finalidad primordial promover la organización y participación de la poblacion en el desarrollo integral del país, conformando un Sistema Nacional de Consejos de Desarrollo. (véase artículo 1. - de la ley) 

El Código Municipal (Decreto 58-88 del Congreso de la República) establece claramente en su artículo 10 el derecho que tienen los vecinos de organizarse en la forma que la ley establece, indicando que cuando la organización sea para realización de obras y servicios o actividades de responsabilidad municipal, deberá contarse con la aprobación de la corporación para que sea congruente con las políticas de desarrollo municipal.

Otro ejemplo de lo anterior, dentro de la legislación ordinaria, lo constituye el  Código Civil, (Decreto-Ley 106), el que en su artículo 18, se refiere a la constitución de las asociaciones civiles no lucrativas. 

También es preciso mencionar el Reglamento de Inscripción de Asociaciones Civiles, (acuerdo Gubernativo 512-98), el que contiene disposiciones que norman los requisitos de inscripción de las asociaciones civiles en el registro  civil correspondientes.

e.- Señala la legislación nacional los objetivos prioritarios hacia los que debe orientarse la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción?

Considero que este aspecto no se encuentra específicamente regulado en nuestra legislacion; sin embargo, existen dos principios constitucionales generales que es importante mencionar:

1. - Artículo 154. Función Pública: Los Funcionarios son depositarios de la Autoridad, responsables legalmente por su conducta oficial, sujetos a la Ley y jamás superiores a ella.

2. - Artículo 173. Dicho artículo especifica que las decisiones políticas de trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos.

En cuanto a los incisos comprendidos del i. al vi., éstos se encuentran regulados también en forma genérica, especialmente en la Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas, al establecer que la función fiscalizadora de la Hacienda Pública y de la ejecución del Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la Nación, corresponde con exclusividad a la Contraloría de Cuentas (artículo1) y que dicha Contraloría es una Institución Técnica con absoluta indepencdencia de funciones, cuya función fiscalizadora se extiende a todas las personas que tengan a su cargo la custodia y manejo de fondos públicos u otros bienes del Estado, del Municipio, de la Universidad, de las instituciones estatales, autónomas o descentralizadas, así como sobre las demás entidades o personas que reciban fondos del Estado y las que hagan colectas públicas, quedando igualmente sometidos a la fiscalización de la Contraloría de Cuentas  los liquidadores, fiscalizadores e interventores cuando se trate de los bienes y fondos anteriormente relacionados (artículo 2).

También encontramos regulados dichos incisos, en especial el v. que se refiere a la transparencia en la adquisición de bienes y servicios con utilización de recursos públicos, en la Ley de Contrataciones del Estado y en su Reglamento; la referida Ley, en su artículo 1. – indica que la compra y venta y la contratación de bienes, suministros, obras y servicios que requieran los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, las municipalidades y las empresas públicas estatales o municipales, se sujetan a dicha ley y su reglamento.

Es de importancia especial mencionar que el contrato abierto (establecido en el artículo 45 de la Ley de Contrataciones del Estado) se encuentra regulado por el Reglamento de la ley, y éste estipula en su artículo 25, que dicho  contrato abierto, es administrado por el Ministerio de Finanzas Públicas a través de la Dirección de Adquisiciones y consiste en solicitar mediante convocatoria pública, la oferta de precios de los bienes de uso general y constante que necesite el Sector Público o de considerable demanda que sean requeridos por dos o más instituciones del Estado y sus Entidades Descentralizadas con destino al cumplimiento a sus programas de trabajo, teniendo en cuenta la compra por volumen que incide en mejores precios y la normalización de especificaciones que hacen más económica y práctica la adquisición de bienes, su uso y mantenimiento.

Además  dicho artículo se refiere al procedimiento de la referida contratación, de la siguiente manera:

a.- La Dirección de Adquisiciones, llevará un registro con banco de especificaciones de los bienes de uso general y constante que necesite el  Sector Público o de considerable demanda que requieran dos o más instituciones, los cuales integrarán el catálogo respectivo.

b- El concurso de ofertas de precio, de alcance nacional o regional, según se indique, sé inciará con dos publicaciones en el Diario Oficial, con intervalo de cinco días entre cada una, expresando bienes, caracterísiticas generales formas de despacho, lugares de entrega, garantía de productos y otros datos que se consideren pertinentes y poniendo a disposición de los oferentes los documentos, cintas o cualquier otro material de tecnología moderna, con las bases y especificaciones. 

Asimismo se indicará día, hora y lugar de entrega, apertura y calificación pública de ofertas, fechas de celebración de contratos, períodos de vigencia y sanciones por incumplimiento.

c- La Dirección de Adquisiciones llevará  un banco de Juntas de Calificación atendiendo a la idoneidad, capacidad técnica y efectividad de sus integrantes. Las unidades ejecutoras y entidades del sector público quedan obligadas  a colaborar para la formación de tales Juntas, las cuales con tres integrantes, uno nombrado por el Ministerio de Finanzas Públicas, otro por la Dirección de Adquisiciones y el tercero será solicitado a la dependencia o a la entidad más afín al tipo o especialidad del bien, tendrán a su cargo la recepción, apertura, calificación  pública y adjudicación. Serán aplicables los artículos del 10 al 16 de la Ley de Contrataciones del Estado en lo que a Juntas se refiere y en cada caso se nombrará un asesor técnico que participará con voz pero sin voto.

d- El Contrato Abierto  se adjudicará total o parcialmente por productos al oferente que presente el precio más bajo y se ajuste a las especificaciones. En caso de empate entre dos o más oferentes, éstos presentarán nueva oferta según hora que se fije, al quinto día hábil siguiente, que deberá ser en precio menor al que determinó el empate; si éste persistiere se continuará de igual manera hasta que pueda seleccionarse al oferente de menor precio.

e- No se adjudicará un contrato si el precio de la oferta es igual o superior a los precios de mercado que tengan registrados la Dirección de Adquisiciones. Si  se prescindiere o se rescindiere un Contrato Abierto, podrá adjudicarse  la contratación al que haya sido calificado como segundo, siempre atendiendo a que el precio sea menor que el de mercado.

f- Los Contratos Abiertos serán firmados por el Director de Adquisiciones y el Propietario o representante legal de la empresa, dentro de los cinco días después de la adjudicación  y estarán vigentes por el plazo que en cada concurso se determine.

g- Los casos de incumplimiento de Contratos Abiertos deberán ser reportados a la Dirección de Adquisiciones para los efectos que procedan.

h- El Ministerio de Finanzas Públicas no autorizará el pago de adquisiciones hechas por otro sistema, si los precios son iguales o superiores a los que figuren en las listas de Contrato Abierto y si las especificaciones no corrersponden a la normalización fijada. 

La lista de Contratos Abiertos será entregadea únicamente a las unidades ejecutoras o entidades del Sector Público, documentalmente o en cualqjer otro medio de impresión o grabación.-

a.-  Establece la legislación nacional estímulos para la participación de la sociedad civil en la prevención de la Corrupción? 

No.

b.- Establece la legislación nacional normas de conducta o principios orientadores en virtud de los cuales las personas y organizaciones de la sociedad civil que hagan uso de los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción, deben actuar con arreglo a criterios objetivos que impriman certeza a sus conclusiones y recomendaciones y eviten actuaciones parcializadas o discriminatorias?


No existen normas que específicamente regulen esta materia, pero los principios los encontramos regulados en la Ley de Consejos de  Desarrollo Urbano y Rural.

c.- Establece la legislación nacional inhabilidades o incompatibilidades para la utilización de los mecanismos de participación en le prevención de la corrupción, aplicables a las personas u organizaciones de la sociedad civil que se encuentren en determinadas circunstancias tales como las siguientes?

I. Tener el carácter de servidor público.

II. Haber intervenido con anterioridad en la obra, contrato, programa o proyecto  objeto de vigilancia del respectivo contrato, programa o proyecto.

III. Existencia de vínculos contractuales o de cualquier otra índole que impliquen conflictos de interés para adelantar la vigilancia del respectivo contrato, programa o  proyecto.

IV. Existencia de vínculos de matrimonio o parentesco con el contratista, interventor, proveedor, directivos o trabajadores adscritos a la obra, contrato o programa objeto de vigilancia.

V. Existencia de sanciones fiscales o disciplinarias, o que impliquen la exclusión del ejercicio de una profesión u oficio, o condenas de tipo penal, excepto por delitos políticos o culposos.

VI. Existencia de sanciones que impliquen la supresión, cancelación o suspensión de la personería o capacidad jurídica de la respectiva organización.

En virtud de que dichas inhabilidades no se encuentran legisladas, no se entra a analizar los respectivos incisos.-

d.- Determina la legislación nacional si los proyectos de actos de carácter general deben publicarse con una determinada anticipación a su adopción y que únicamente pueden expedirse por parte de la autoridad competente luego de evaluadas las observaciones y recomendaciones formuladas dentro del término legal por los particulares u organizaciones de la sociedad civil que ejercen vigilancia sobre la gestión pública?

En caso afirmativo, indique si la regulación pertinente prevé, entre otros aspectos, los siguientes:

I. Sin detrimento de la facultad de formular observaciones y recomendaciones y del deber de evaluarlas, la autoridad competente cuenta con plena autonomía para adoptar la decisión que a su juicio y motivadamente sirva mejor al interés general.

II. Efectos de la omisión del requisito de la publicación de los actos de carácter general para los fines indicados, señalando si la ausencia de motivación, la falsa motivación o la falta de publicación anticipada de los mismos, da lugar a solicitar la nulidad y/o la suspensión provisional del respectivo acto ante la autoridad o tribunal competente.

Para responder a la anterior interrogante, es preciso mencionar que nuestro ordenamiento legal contiene disposiciones importantes al respecto: 

Nuestra Constitución Política, en su artículo 30, se refiere a la publicidad de los actos administrativos  al indicar que todos los actos administrativos son públicos. Los interesados tienen derecho a obtener en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten  así como la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia.

Otro ejemplo lo encontramos en nuestra legislación ordinaria, específicamente en la Ley de Contrataciones del Estado, al regular ésta, el Contrato Abierto, el que ya quedó especificado en cuanto a su regulación y trámite  dentro del presente trabajo.

El reglamento de convocatoria para la celebración de contratos de exploración y/O explotación de hidrocarburos, (acuerdo gubernativo 196- 84), indica por su parte, el procedimiento aplicable a la celebración de contratos de operaciones petroleras de exploración y – o explotación de hidrocarburos , siendo un ejemplo de actos administrativos que deben informarse y publicarse  para su validez. 

Adicionalmente y como ejemplo de la función de fiscalización social que compete a la sociedad civil  encontramos disposiciones atinentes en el reglamento del funcionamiento del fondo de solidaridad para el desarrollo comunitario.

e.- Determina la legislación nacional si los particulares y organizaciones de la sociedad civil que ejerciten los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción  pueden realizar todas las actividades idóneas para el cumplimiento de su objetivo?

En caso afirmativo, indique si entre dichas actividades se incluyen primordialmente las siguientes:

I. Formular ante la autoridad o instancia competente, observaciones o recomendaciones que estimen convenientes respecto de los proyectos de actos de carácter general, con el propósito de que con la debida anticipación a su adopción o promulgación se introduzcan los ajustes pertinentes en orden a garantizar la transparencia y eficacia de la gestión pública y a prevenir la corrupción.

Nuestra legislación establece en  la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, dentro de las funciones de los Consejos en todos sus niveles establecidos, atribuciones contestes con lo anterior al estipular que deben:

a.-       Proponer  planes, programas y proyectos de desarrollo para su región

b.-     Evaluar periódicamente la ejecución de los planes, programas y proyectos de desarrollo de su Región y sugerir las medidas correctivas para el logro de sus metas y objetivos.

c.-       Efectuar el seguimiento de los programas y proyectos de desarrollo de su Región y velar porque se coordinen las actividades de la Administración Pública. 

También encontramos en el Código Municipal, una disposición que establece como competencia de la Corporación Municipal, la de promover la participación del vecino en la identificación de las necesidades locales, la formulación de propuestas de solución y su priorización en la ejecución.(artículo 40 inciso e-).

ii. Velar porque las personas y entidades que cumplan funciones públicas, cumplan con obligación de informar adecuadamente al público sobre la gestión que tienen a su cargo y de los resultados de la misma.

Encontramos en nuestra  legislación vigente, dentro del Código Municipal, una norma relativa a la información del presupuesto (artículo 106) la que indica que el alcalde, trimestralmente, debe informar a la corporación municipal con relación a la ejecución del presupuesto, enviar copia de tales informes a la contraloría general de cuentas para su control, fiscalización, registro y asesoría. 

Sobre la base de tales informes, la corporación municipal, decidirá los cambios y ajustes que sean pertinentes, a fin de alcanzar los objetivos y metas propuestas en sus planes de trabajo.

      Igualmente, con fines de consolidación presupuestaria del sector público, a la finalización del ejercicio, la municipalidad presentará al ministerio de finanzas públicas un informe de los resultados físicos  y financieros de la ejecución presupuestaria.

Finalmente dicho precepto indica que para satisfacer el principio de unidad en la fiscalización de los ingresos y egresos del estado, la municipalidad presentará al Congreso de la República, la liquidación de su presupuesto, para lo cual deberá observarse lo preceptuado por la Constitución Política de la República. Para cumplir con el principio de publicidad, cada tres meses, publicará el estado ingresos y egresos de su presupuesto.

III. Vigilar   que los procesos de adquisiciones y contratación de bienes y servicios con recursos públicos se realicen de manera transparente.

Dentro de nuesra legislación, la Ley de Contrataciones del Estado (Decreto 57-92 del Congreso de la República) contempla la  regulación de la compra y venta así como la contratación de bienes, suministros, obras y servicios, que requieran los organismos del Estado, sus entidades descentralizadas y autónomas, unidades ejecutoras, las municipalidades y las empresas públicas estatales o municipales. (ver artículo 1. - de la Ley).

Asimismo, establece la regulación y el procedimiento del Contrato Abierto, en su artículo 25,  el que ya quedó explicado en la redacción del presente trabajo.

iv.- Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad técnica de las obras y programas e inversiones públicas.

Lo anterior se encuentra regulado primordialmente dentro de la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, al establecer ésta dentro de las funciones de los diferentes niveles de Consejos, las  siguientes facultades:

a.- Evaluar periódicamente la ejecución de los planes, programas y proyectos de desarrollo de su región y sugerir las medidas correctivas para el logro de sus metas y objetivos

b.- Efectuar el seguimiento de los programas y proyectos de desarrollo de su región y velar porque se coordinen las actividades de la administración pública.

     Adicionalmente, dicha función se encuentra regulada, dentro del Reglamento del Funcionamiento del Fondo de  Solidaridad para el Desarrollo Comunitario, al contemplar el mismo, la función de fiscalizadora social, que compete a las comunidades.

v.- Recibir los informes, observaciones y sugerencias que presenten otros ciudadanos u organizaciones civiles en relación con las obras o programas objeto de vigilancia.

No se encuentra específicamente regulada.

vi.- Solicitar a interventores, supervisores, contratistas, ejecutores, autoridades contratantes y demás autoridades o instancias correspondientes, los informes, presupuestos, fichas técnicas y demás documentos que permitan conocer el cumplimiento de los respectivos programas, contratos o proyectos.

No se encuentra específicamente  regulada.

vii.- Comunicar  a la ciudadanía, a través de medios de amplia difusión o mediante audiencias públicas, los avances de los procesos de vigilancia o control que estén desarrollando.

No se encuetra regulado.

viii.- Enviar a las autoridades o instancias correspondientes los informes que se desprendan de los procesos de vigilancia o control que a través de los mecanismos pertinentes se encuentren adelantando.

No  se encuentra regulado.

ix.- Denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones, hechos y omisiones de las entidades y personas sujetos de vigilancia, que constituyan delitos, contravenciones, irregularidades o faltas en relación con el manejo de los recursos públicos y, en general, en el ejercicio de funciones administrativas o en la prestación de servicios públicos.

Este aspecto se encuentra regulado especialmente en la Ley de Probidad y Responsabilidades de Funcionarios y Empleados Públicos, al indicar que las acciones penales a que de lugar la conducta oficial de los funcionarios y empleados publicos puede ejercerce por el perjudicado o por cualquier guatemaltreco capaz. El Ministerio Público está obligado a promover de oficio, dichas acciones so pena de incurrir en responsabilidades.

     Los Tribunales y autoridades de todo orden deberán resolver sin demora las peticiones que haga el Ministerio Público encaminadas a asegurar las responsabilidades pecuniarias de los funcionarios dignatarios y empleados públicos  o que hayan dejado de serlo, el arraigo de sus personas y demás medidas a fin de que los intereses del fisco y las disposiciones del presente decreto no sean burladas.

Conexamente, también se encuentra regulado por la Ley Orgánica del Ministerio Público (decreto número 40-94)  y por  el Código Penal (Decreto 17-73) en cuanto a la regulación que el mismo contempla respecto de los delitos cometidos por funcionarios o empleados públicos y contra la administración pública.

x. Crear conciencia ciudadana sobre la importancia de participar en la vigilancia de la gestión pública, de denunciar los actos de corrupción y de eliminar la tolerancia o el fomento de las prácticas corruptas.

No se encuentra regulado.

f.- Establece la legislación nacional si la participación de los particulares y de las organizaciones de la sociedad civil que ejerzan vigilancia sobre la gestión pública para prevenir la corrupción debe estar orientada por criterios que permitan la coordinación de sus actividades con las de las diferentes instancias y autoridades?

No se encuentra regulado específicamente.

g.- Establece la legislación nacional si los particulares y organizaciones de la sociedad civil que ejerzan la vigilancia sobre la gestión pública pueden convocar, en concurso con las autoridades de control competentes, audiencias públicas en las cuales se discutan con participación de la ciudadanía temas relacionados con la actuación de una determinada entidad o persona sujeta a vigilancia?

En caso afirmativo, describa la regulación  sobre la materia, teniendo en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos:

I. Forma y contenido del acto de convocatoria indicando si en el mismo se define la metodología que se utilizará para el desarrollo de la audiencia y si se prevé la posibilidad para los ciudadanos de expresar ordenadamente sus opiniones y de formular las recomendaciones, quejas, reclamos y denuncias que consideren procecentes.

ii.-        Forma y contenido del documento o acta que recoja lo sucedido en el curso de la audiencia, quienes la suscriben y si con base en dicho documento o acta se puede aplicar los correctivos a que haya lugar, se pueden iniciar las investigaciones por los hechos que puedan constituir infracción para las imposiciones de las sanciones correspondientes.

 Nuestra Constitución Política establece en su artículo 173, que las decisiones políticas de especial trascendencia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos.

Dicha consulta será convocada por el Tribunal Supremo Electoral a iniciativa del Presidente de la República o del Congreso de la República, que fijarán con precisión las preguntas que se someterán a los ciudadanos.

      Como vemos, esta norma de nuestra carta magna nos da la pauta para realizar un procedimiento consultivo, el que sin embargo debe desarrollarse en nuestra legislación ordinaria para adecuarse al presente tema.

Adicionalmente, encontramos en el Código Municipal, cuando se refiere al cabildo abierto como una forma de consultar la opinión de la población una disposición similar. (véase artículo 48 del Código Municipal).

h.- Establece la legislación nacional que los particulares y organizaciones de la sociedad civil que ejerciten los mecanismos de participación para la prevención de la corrupción, deben llevar un registro sistematizado y actualizado de las observaciones o recomendaciones que hayan formulado a las entidades o personas sujetos a vigilancia respecto a la manera en que desarrollan sus funciones o en relación con los resultados de su gestión? 

No se encuentra regulado.

i.- Establece la legislación nacional la obligación para las entidades públicas de crear una dependencia o de nombrar un responsable que se encargue de recibir, tramitar y resolver las quejas y reclamos que los ciudadanos formulen en relación con el cumplimiento de las funciones a cargo de dichas entidades, así como de orientarlos en sus relaciones con las mismas?

No se encuentra regulado.

J.- Establece la legislación  nacional que las investigaciones que adelanten los periodistas y en general, los medios de comunicación sobre la actuación de las entidades o personas sujetos de vigilancia, son manifestación de la función social que cumple la libertad de expresión e información? En caso afirmativo, indique la normatividad existente sobre la materia teneiendo en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos:

I. Protección y apoyo de las autoridades a labor de los periodistas y de los medios.

II. Garantía a los periodistas a acceder al conocimiento de los documentos, actos administrativos y demás elementos ilustrativos de las motivaciones de la conducta de las entidades y personas sujetos de vigilancia, sin restricciones diferentes a las previstas por la reserva legal.

III. Ejercicio de la libertad de expresión y de información con arreglo a principios de responsabilidad y con pleno respeto de los derechos fundamentales al debido proceso, honra y buen nombre.

Nuestra Constitución Política ordena en su artículo 65 la emisión de una ley consitucional que determine todo lo relativo al derecho de la libre emisión del pensamiento, y consecuentemente surge  la Ley de Emisión del Pensamiento (Decreto número 9 de la Asamblea Constituyente de la República de Guatemala).

Dicha ley establece que los periodistas tienen acceso irrestricto a todas las fuentes de información. (artículo 5 de la Ley de Emisión del Pensamiento) 

Asimismo y como protección y apoyo a la labor de los periodistas, dicha ley establece en su artículo 35 que no constituye delito de calumnia o injuria los ataques a funcionarios o empleados públicos por actos puramente oficiales en el ejercicio de sus cargos, aún cuando hayan cesado en dichos cargos al momento de hacérseles alguna  imputación.-

k.- Establece la legislación nacional las medidas o consecuencias que  generan la inobservancia de los deberes y obligaciones de las entidades y de los servidores públicos en relación con la participación de los particulares y de las organizaciones de la sociedad civil en la prevención de la corrupción, especialmente por el incumplimiento de la obligación de permitir y facilitar dicha participación?

No existe regulación específica al respecto.

L.- Se está tramitando en su país algún proyecto de normatividad jurídica relativo a la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción?

Actualmente se tramita el proyecto de modificación a la ley que contempla por excelencia la participación ciudadana, Ley de Consejos de Desarrollo, la que constituye un mecanismo importante de participación de la ciudadanía en la prevención de la corrupción.

m.- Considera que la normatividad jurídica que en su país regula la participación de la sociedad civil en la prevención de la corrupción, es suficiente y eficaz para el logro de sus fines? En caso afirmativo explique porqué y si estima que existen vacíos o falencias al respecto.  relacione brevemente los aspectos que en su criterio debería  contemplar dicha normatividad o las modificaciones que deberían introducirse a la misma, indicando la clase de acto jurídico que debe proyectarse para ello (ley, decreto, reglamento,etc.) y las autoridades competentes ante las cuales debe tramitarse su expedición.

Considero que la legislación actual contiene regulaciones importantes en cuanto a las instancias de participación ciudadana para los fines de análisis de sus problemas, formulación de propuestas de solución, priorización y supervisión práctica de los proyectos consecuentes; sin embargo necesita de modificaciones sustanciales para que mediante la restitución de los consejos comunitarios, se pueda ejercer eficaz y eficientemente el control social tan necesario para ejercer la lucha contra la corrupción.-

En esa virtud y como aporte al presente trabajo, a continuación se efectúa un análisis concreto sobre la conformación de los Consejos de Desarrollo, concebidos como instancias de participación ciudadana, contemplando su evolución historica, su situación actual, el restablecimiento de los Consejos Comunitarios de Desarrollo dentro del Marco Constitucional, y finalmente la participación de los Consejos Comunitarios de Desarrollo como fiscalizadores Sociales en la prevención y control de la corrupción, de la siguiente manera:

                                                                 antecedentes:
la participación ciudadana se concibe como el proceso mediante el cual la ciudadanía opina y toma parte en el análisis de sus problemas, la formulación de sus propuestas de soluciones, su priorización y supervisión práctica.

actualmente y como consecuencia de los compromisos derivados de los acuerdos de paz, los consejos de desarrollo deben concebirse como instancias que permiten la participación ciudadana en el diseño de las políticas de desarrollo desde la base social, pero dentro de los límites del orden y la legalidad.

i) evolución histórica de los consejos de desarrollo
con el advenimiento de la apertura democrática, la agenda municipalista retomó vigor al punto que en la constitución política aprobada por la asamblea nacional constituyente (1984-1985) no sólo se sostuvo la autonomía municipal, sino que también se aprobó la obligatoriedad del estado de entregar a las municipalidades un porcentaje de sus ingresos.
lo anterior fue complementado con el impulso de una iniciativa de regionalización del país y la instauración de los consejos como herederos de las coordinadoras interinstitucionales.   no obstante, se conservaron las limitaciones de ley para que las municipalidades fijaran sus tasas y arbitrios, lo que hubiera significado su autonomía financiera respecto del gobierno central.
la forma en que se instauraron estas iniciativas provoco críticas y debates, especialmente cuando en cumplimiento de lo preceptuado constitucionalmente, el congreso de la república emitió una ley preliminar de regionalización y la ley de consejos de desarrollo urbano y rural (decretos 70-86 y 52-87)
ii) progreso y transformación de los consejos de desarrollo  como instancias de participación:

los consejos de desarrollo han recorrido las siguientes etapas:

a. etapa inicial o de instalación (1987 – 1990)
b. etapa de inactividad (1990 – 1993)
c. etapa de reactivación (1993 – 1996)
d. etapa actual.
en la etapa inicial se intentó que los consejos asumieran la coordinación del sector público con la participación de la ciudadanía y además fungieran como núcleos para promover la organización.

el segundo momento tuvo lugar durante el gobierno de jorge serrano elías, en el cual los mismos no fueron prioridad y consecuentemente fueron desatendidos.

en la tercera etapa, la reactivación, el gobierno de ramiro de león carpio creó el fondo de solidaridad para el desarrollo comunitario con el que se estimuló la ejecución de obra física.

en la etapa actual los consejos además de su función en la planificación de la obra física empiezan a ser protagónicos en cuanto a su función de instancias de participación.   lo anterior tiene su fundamento en que estos espacios no deben ser utilizados únicamente como mecanismos para acceder a fondos para obra física, sino también como instancias de participación de la ciudadanía para planificar el desarrollo y elevar la calidad de vida en términos económicos, pero también sociales, culturales, políticos, etc.

1) la evolución de los consejos de desarrollo hasta la actualidad:

desde la suscripción de los primeros acuerdos (oslo y el escorial) y declaraciones (quito, montepec y atlixco) el ingrediente civilista y participativo se advertía con la mayor fuerza.   una vez iniciado el proceso de diálogo directo entre gobierno y guerrilla, la sociedad civil es desplazada; sin embargo, en el acuerdo de fortalecimiento del poder civil y el papel del ejército en una sociedad democrática, así como el acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas, los mecanismos participativos son vistos desde la perspectiva de fortalecer el sistema de los consejos de desarrollo y la reactivación de los consejos locales.
para concluir cabe señalar que dicho fortalecimiento puede llevarse a cabo mediante la ampliación del nivel de participación dentro de los consejos de desarrollo, y la definición del carácter de las resoluciones emanadas de los consejos en sus distintos niveles para delimitarlo, en virtud de que la base constitucional de los consejos permite promover la participación ciudadana dentro de los límites de la legalidad.

es importante mencionar que en guatemala la agenda de la paz se convierte simultáneamente en agenda de participación social.
para establecer los mecanismos participativos establecidos en el acuerdo de fortalecimiento del poder civil y el papel del ejército en una sociedad democrática, se manifiesta el necesario fortalecimiento del sistema de los consejos de desarrollo y la reactivación, fortalecimiento de la capacidad técnica y gerenciales de los gobiernos locales, con el fin que estén en condiciones de identificar, planificar, ejecutar y “supervisar” eficientemente proyectos de inversión social local, acordes con los requerimientos y necesidades de la población.
uno de los elementos más importantes que pueden contribuir al fortalecimiento de los gobiernos locales y con ello a la participación social, es la transferencia constitucional de un porcentaje del ingreso de las municipalidades, para que lo utilicen en la prestación de servicios públicos y en la realización de proyectos de desarrollo integral.   lo antes enunciado se encuentra regulado constitucionalmente, al asignarle el 10% de los ingresos ordinarios del estado.

sin embargo, aunque la autonomía municipal como fuente matriz del proceso de participación y fiscalización social, se encuentra respaldada constitucional, legal y doctrinariamente (véanse los artículos 253 y 254 de la constitución política de la república), es muy importante mencionar que existen limitaciones legales para que las municipalidades fijen su tasa y arbitrios, en virtud de que nuestra constitución en su artículo 239, le otorga con exclusividad al congreso de la república dicha facultad, lo que no le permite una autonomía financiera, respecto del gobierno central, entorpeciéndose con ello el efectivo desarrollo de la participación ciudadana, en el proceso de planificación democrática de desarrollo integral.

a. importancia del restablecimiento de los consejos comunitarios de desarrollo como bases de participación ciudadana
la ley de los consejos de desarrollo urbano y rural, decreto 52-87, contempla la creación de los consejos comunitarios y municipales, como instancias básicas de la participación de la población (artículos 9, 11 y 12), lo cual constituye una recuperación de la organización social territorial y una vinculación con el gobierno del municipio, cuyas funciones principales son:
promoción del desarrollo local, 
promoción de la participación ciudadana
vinculación de la población con el gobierno del municipio.
sin embargo, no obstante la vital importancia de la constitución de dichos consejos como instancias de participación, los mismos fueron declarados inconstitucionales en mayo de 1988, argumentando que no se encontraban bajo el control de la municipalidad, que duplicaban las funciones de la municipalidad y que deliberaban sobre cuestiones del municipio sin participación de la municipalidad, que según dicha declaratoria atentaba contra la autonomía municipal; debido a lo anterior es urgente que como medida legislativa se restablezca dentro del marco jurídico los consejos comunitarios de desarrollo, siempre que no se tergiversen los principios contenidos dentro de nuestra constitución y para ello debe cuidarse que su estructura, constitución, autorización y funcionamiento respeten los principios de autonomía municipal, contemplados en nuestra carta magna y en la legislación ordinaria.

los consejos comunitarios de desarrollo son concebidos como la instancia primordial de participación de la población en la identificación y solución de los problemas y en el proceso de planificación democrática, por lo que su reestablecimiento y reconocimiento legal, además de propiciar la reestructuración del tejido social, hace funcional el sistema de consejos de desarrollo plasmado en la ley (dto. 52-87)

b. formas de reestablecimiento de los consejos comunitarios de desarrollo dentro del marco constitucional.
para restablecer dichos consejos deberán asimilarse a los mismos las diversas expresiones sociales creadas para el mejoramiento de las poblaciones, tales como instituciones propias de las comunidades indígenas, los comités pro mejoramiento u otras que en manera no excluyente canalizan la participación de los vecinos en el proceso de desarrollo de las comunidades y de los municipios a los que pertenecen y que sean reconocidos y registrados por sus respectivas autoridades municipales.
en este orden de ideas, para la constitución de los referidos consejos se otorgará a las diversas formas comunitarias existentes, incluyendo las organizaciones propias de las diferentes comunidades, el reconocimiento legal respectivo para que puedan integrarse al sistema de consejos de desarrollo.   para que dichos consejos queden reestructurados dentro del marco constitucional, respetando la autonomía municipal y en concordancia con la legislación municipal, deben observarse los siguientes lineamientos primordiales:

a. no deben duplicarse funciones propias de la corporación municipal.
lo anteriormente citado tiene el objeto de preservar la autonomía que la constitución y el código municipal le otorgan a las municipalidades.
el fundamento legal de lo antes citado lo encontramos primordialmente en el artículo 253 de la constitución.

b. dichos consejos deben constituirse dentro del marco de la autoridad municipal.
debe facultarse entonces a la corporación municipal, para autorizar el funcionamiento, así como otorgar y reconocer la personalidad jurídica de las asociaciones o comités a que hacen referencia los artículos 8, 9 y 10 del código municipal, además es necesario incluir una norma dentro de la ley de los consejos de desarrollo que indique la forma de otorgamiento de la personalidad jurídica de los consejos comunitarios de desarrollo, remitiéndose al efecto a la legislación municipal.   también debe hacerse mención de la facultad que tienen las organizaciones comunitarias para deliberar sobre problemas del municipio.   a mi criterio y complementariamente, debería hacerse una reforma al código municipal, indicando que le compete a la corporación municipal:

i. promover la participación del vecino en la identificación de las necesidades locales, la formulación de propuestas de solución y su priorización en la ejecución de proyectos.

ii. la motivación y desarrollo de la conciencia colectiva de participación de los vecinos en el marco de los consejos de desarrollo.

c. participación de los consejos comunitarios de desarrollo como fiscalizadores sociales en la prevención y control de la corrupción.
los consejos comunitarios de desarrollo concebidos como la instancia primordial de participación de la población en la toma de decisiones en materia de políticas, programas y proyectos de desarrollo, deben tener la responsabilidad del manejo de los recursos humanos y financieros así como de la prestación de los servicios públicos y esencialmente ejercer una función de contralor social para que dichos servicios se lleven a cabo de una manera eficiente y transparente. 
es importante mencionar que aunque diversos estudios demuestran que la negligencia, la incompetencia y la ineficiencia en la gestión pública cuesta más dinero a los contribuyente s que el enriquecimiento ilícito de funcionarios o de sus cómplices en el sector privado, en la opinión pública prevalece la idea de que las acciones de este segundo tipo son más perjudiciales.
en todo caso,  ambas formas suelen estar relacionadas entre sí y las dos constituyen expresiones de corrupción en el sentido más amplio del término, es decir vicios o abusos administrativos.
la corrupción, incluyendo en ella la ineficiencia en la gestión pública, debilita la legitimidad de las instituciones públicas y contamina la sociedad, la justicia y el orden moral.
la lucha contra la corrupción es necesaria para el fortalecimiento de la democracia, la estabilidad económica y social de los países.
entre las medidas a tomar para la prevención de la corrupción tenemos entre otras: la adquisición de bienes y servicios y la contratación de obras mediante procesos de licitación pública.
el anterior procedimiento se encuentra respaldado legalmente en nuestro ordenamiento legal, dentro de la ley de contrataciones del estado y en este punto es importante mencionar los avances que se han llevado a acabo en nuestro país, especialmente mediante la aplicación de un programa de transparencia, apertura e información en materia de salud, con la colaboración de la swiss procurement company –swipco- empresa que tiene como objetivo la asistencia técnica y verificación de los procesos de adquisición de bienes y/o contrataciones de servicios que ejecuten gobiernos y/o alguna de sus entidades, a fin de lograr procesos más eficientes y transparentes y que desde 1995 con el apoyo de su estructura internacional, se encuentra colaborando con el gobierno de la república de guatemala, para lograr la eficiencia y transparencia en las adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios prestando asistencia técnica en todas las adquisiciones del ministerio de salud pública y asistencia social.   dicha empresa presta asistencia en el marco de las disposiciones legales vigentes que rigen las contrataciones del estado y la implementación de procesos que se ajustan al programa de modernización y políticas de estado al gobierno de guatemala.
la asistencia prestada se ha desarrollado sobre un conjunto de actividades críticas que se sintetizan así:

i. se efectuaron especificaciones precisas con patrones de calidad internacionalmente reconocidos y establecidos mecanismos prácticos que permiten la verificación del cumplimiento de la calidad solicitada.
al mismo tiempo, se acordó con la iniciativa privada, la capacidad disponible para dar respuesta a lo requerido y las condiciones que, como contraparte el estado debe asumir.

ii. los documentos de adquisición fueron sistematizados con el desarrollo del programa guaswpcot(; para hacer más eficiente la tarea de confección (por parte de los oferentes) y la evaluación de las propuestas recibidas (por parte del gobierno).
se efectuaron planificaciones y se definieron niveles de consumo que permitiesen determinar los niveles óptimos de aprovisionamiento, a fin de lograr un balance más eficiente entre stock de productos y menores precios por compra en grandes volúmenes.

iii. todos los procesos tuvieron amplia difusión, a través de cámaras y asociaciones profesionales, además de ser convocados mediante anuncios de prensa, con independencia que así lo estableciesen las disposiciones legales vigentes.

iv. se acordó con la iniciativa privada (cámaras y asociaciones gremiales del sector) y con las asociaciones profesionales vinculadas (colegio médico, farmacéutico, etc.) como parte de un sistema de control participativo que actuasen como observadores de todo el proceso de evaluación y adjudicación que se realizaron.

v. se desarrollo un sistema que, por una parte, permitiese el establecimiento y aplicación de sanciones a los proveedores por incumplir los contratos firmados y, por la otra, garantizase el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el estado.

vi. se planificó el desarrollo de todas las actividades, habiéndose reducido el tiempo insumido en los procesos en un 50%.

para ejemplificar algunos de los logros en este proceso de transparencia, obtenido con la colaboración de la swipco, a continuación se grafican algunas reducciones de precios en medicamentos y en materiales médico quirúrgicos.
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con el ejemplo anterior se clarifica que todos los procesos de gestión pública deben llevarse a cabo con la mayor transparencia, eficiencia y eficacia posible y que ello es posible siempre y cuando exista la firme voluntad de combatir las prácticas de corrupción y con la decisiva participación de la población expresada a través de los consejos comunitarios de desarrollo como fiscalizadora social de dichos procesos.

objetivos y recomendaciones generales
1. concientizar a la población sobre la importancia de fortalecer la participación de la población misma, en la toma de decisiones relacionadas con los programas, proyectos y políticas de desarrollo integral, sostenible y autogestario.

2. concientizar a la población en general sobre el fortalecimiento del proceso general de descentralización de la administración pública; apoyar y fortalecer los gobiernos municipales; los consejos de desarrollo; establecer y fortalecer la participación de los movimientos sociales dentro de las instituciones públicas, autónomas y descentralizadas.

3. lograr modificar la ley de los consejos de desarrollo urbano y rural en el sentido de:
3.a.
restablecer los consejos comunitarios y poder así restaurar el respaldo jurídico a la organización local.
3.b.
lograr que los movimientos sociales representados en los consejos de desarrollo elijan a sus delegados.

4. aprobar una legislación que haga operativo el mandato constitucional de la participación.

5. aprobar una legislación para el nombramiento de servidores públicos locales, departamentales y regionales.

6. El Organismo Ejecutivo deberá promover una reforma a la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, a efecto d otorgarle su plena descentralización una estructura organizativa más organizada, eficaz y eficiente en el control de los ingresos de Estado y del gasto público, así como en la profesionalización de su personal técnico y administrativo.

7. El Ministerio Público debe impulsar acciones concretas para su fortalecimiento como un auxiliar de la administración pública para el combate de la corrupción; estableciedo mecanismos seguros para facilitar la denuncia en contra der los actos de corrupción.

8. El Organismo Judicial deberá promover las acciones necesarias que permitan enjuiciar a toda entidad o persona , pública  o privada, que sea sindicada de participar en actos de corrupción.

9. El Gobierno deberá promover ante el Congreso de la República:

a.- La reforma de las leyes correspondientes a efecto de que las penas en contra de los delitos relacionados con la corrupción sean revisadas.

b.- La simplificación, actualización y revisión de las leyes administrativas a efecto de contar con un elemento común que permita procedimientos más transparentes, ágiles y simples;

c.- garantizar a la sociedad la aplicación de las penas, y medidas coercitivas, contempladas en la legislación tanto a los infractores materiales como intelectuales  

     10. El gobierno deberá promover ante el Congreso de la República la incorporación del país a los Convenios Internacionales contra la Corrupción, en especial a la Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de Estados Americanos. 
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leyes y convenciones

1) Convención Interamericana contra la corrupción

2) Compromiso Nacional de Integridad

3) convencion americana sobre derechos humanos.

4) Constitución política de la república de guatemala

5) Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural

6) Ley del Organismo Ejecutivo

7) Ley de Emisión del Pensamiento 

8) Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas

9) Ley de Contrataciones del Estado

10) Código Municipal

11) Ley del Organismo Judicial

12) Código Tributario

13) Código Penal

14) codigo civil

15) Ley de la Comisión de los Derechos humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos

16) Ley Orgánica del Ministerio Público 

17) Ley de Probidad y Responsabilidades de Funcionarios y Empleados Públicos.

18) Ley de Hidrocarburos

19) Reglamento de Convocatoria para la celebracion de contratos de exploración y-o explotación de hidrocarburos

20) reglamento para el funcionamiento del fondo de solidaridad para el desarrollo comunitario

21) reglamento de inscripción de asociaciones civiles.-
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